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Señores, 
JUECES ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MEDELLIN (REPARTO) 
E. S. D. 
 
Ref.: ACCIÓN DE TUTELA  
 
ACCIONANTE: KEYNER PALACIOS BERRIO, egresado Universidad Tecnológica 
del Chocó.  
 
ACCIONADOS: Universidad Tecnológica del Chocó y sus autoridades, 
Consejo Superior y Comité Electoral; Ministerio de Educación Nacional - 
Inspección y Vigilancia,  INSPECTOR IN SITU para la vigilancia especial de la 
Universidad del Chocó.  
 
KEYNER PALACIOS BERRIO, mayor y vecino de Itagüí, identificado con la 
cedula de ciudadanía No. 1.077.443.604, domiciliado en la calle 84 No. 47 – 
80, respetuosamente me permito interponer ACCION DE TUTELA contra la 
Universidad Tecnológica del Chocó, en adelante UTCH y sus autoridades, 
Consejo Superior y Comité Electoral, así como en contra del Ministerio de 
Educación Nacional – Inspección y Vigilancia y contra la Inspectora IN SITU, 
YOLANDA RUEDA MUÑOZ, designada por el Ministerio de Educación 
Nacional mediante la Resolución No. 018742 del 6 de octubre de 2023, por 
medio de la cual se ordenan medidas preventivas y de vigilancia especial 
a la Universidad Tecnológica del Chocó, confirmada mediante la 
Resolución No.  025526 del 27 de diciembre de 2023. Con el propósito de 
que se protejan los derechos fundamentales de conformación, ejercicio y 
control del poder político – académico, de elegir y ser elegido, Buena fe, 
Igualdad de oportunidades al acceso de cargos públicos y desempeño de 
funciones públicas, al debido proceso en la elección de Decanos, Directores 
de programas y autoridades académicas de la UTCH, derechos 
fundamentales vulnerados por las entidades demandadas por acción y 
omisión, en cuanto, no se han realizado las elecciones  de los Decanos y 
Directores de programa, como lo ordenan los  artículos 10 y 11 del Estatuto 
General de la UTCH, Acuerdo No.  001 del 09 de agosto de 2017, modificado 
por el Acuerdo 0004 del 07 de noviembre de 2017, de conformidad con los 
siguientes:  
 

HECHOS 
 

PRIMERO: La norma superior de la UTCH, Estatuto General consagrado en el 
Acuerdo No. 001 de agosto 09 del 2017, fue modificado parcialmente por el 
Acuerdo No. 0004 del 07 de noviembre del 2017, en este se estableció en su 
artículo 10, lo siguiente:  
 

“DEL DECANO, SU PERIODO Y REMOCION: El decano es la primera 
autoridad académica y administrativa de la respectiva facultad, 
elegido por votación universal directa y secreta, por los docentes, 
administrativos, egresados y estudiantes de su respectiva facultad, 
para un periodo institucional de tres (3) años.”   

 
SEGUNDO: El articulo 11 del citado Estatuto, establece:  
 

“DEL DIRECTOR DE PROGRAMAS: Cada facultad tendrá un director de 
programa elegido por votación universal directa y secreta por los 
docentes, administrativos, egresados y estudiantes de su respectivo 
programa, para un periodo institucional de tres (3) años”   

 

Diego Armando
1.077.443.604
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TERCERO: Posteriormente, mediante el Acuerdo No. 0020 del 05 de julio del 
2018, en su artículo segundo estableció el cronograma del proceso elección 
de Decanos y Directores de programas, así:  

 
Sin embargo, dichas elecciones no se han realizado.  
 
CUARTO: El Estatuto General de la Universidad del Chocó (Acuerdo No. 001 
de agosto 09 del 2017), establece en su artículo 11 como principios rectores, 
el de prevalencia de los principios, democracia, participación, el debido 
proceso, la igualdad, transparencia, entre otros.  
 
QUINTO: El articulo 26 del Estatuto general, en concordancia con el articulo 
64 de la ley 30 de 1992,  reconoce al Consejo Superior, como el máximo 
órgano de dirección y de gobierno de la UTCH, así como determina su 
composición el cual se integrará entre otros por, un representante de las 
autoridades académicas, elegido mediante votación universal, directa y 
secreta, en la que participan los vicerrectores de docencia, extensión y 
proyección social, de investigación, los Decanos y Directores de programa.   
 
SEXTO: A la fecha, la Universidad Tecnológica del Chocó, mediante 
acuerdo expedido por el Consejo Superior Universitario, previa solicitud del 
Comité Electoral, debería haber adelantado la elección de los Decanos y 
Directores de programa, como lo ordenan los artículos 10 y 11 del Estatuto 
General Universitario (Acuerdo No. 001 de agosto 09 del 2017, modificado 
parcialmente por el Acuerdo No. 0004 del 07 de noviembre del 2017), sin 
embargo, esto no ha sucedido.  
 
La omisión de las autoridades accionadas, ha conculcado los derechos 
fundamentales de conformación, ejercicio y control del poder político – 
académico, de elegir y ser elegido, de Buena fe, Igualdad de 
oportunidades al acceso de cargos públicos y desempeño de funciones 
públicas, al debido proceso en la elección de Decanos y Directores de 
Programa en la UTCH.  
 
SEPTIMO: Mediante el Acuerdo No. 00011 del 14 de mayo del 2024, expedido 
por el Consejo Superior, se autoriza, reglamenta, y convoca las elecciones 
del representante de las autoridades académicas, sin embargo, no se han 
realizado previamente las elecciones de los Decanos y Directores de 
Programa, quienes están en la obligación de elegir mediante votación 
secreta, universal y directa al representante de las autoridades académicas 
ante el Consejo Superior de la UTCH.  
 
OCTAVO: A pesar que desde el 2018, mediante Acuerdo No. 0020 del 5 de 
julio, se estableció el cronograma de elección de los Decanos y Directores 
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de Programas, han pasado cerca de (6) años y esta elección aún no se 
realiza, tal omisión vulnera los principios rectores de la UTCH, los cuales 
prevalecen en su ordenamiento y funcionamiento, como lo son el de 
transparencia, igualdad y participación; el Consejo Superior pretende 
adelantar la elección de las autoridades académicas con Decanos y 
Directores de programas que fueron encargados unilateralmente por el 
Rector DAVID EMILIO MOSQUERA VALENCIA, lo que nos pone frente a una 
elección amañada, toda vez que, en su mayoría quienes elegirán al 
represéntate de las autoridades académicas ante el Consejo Superior, son 
los Decanos y Directores de programa encargados unilateralmente por el 
Rector, quienes por mandato estatutario deben ser elegidos mediante 
votación, universal, secreta y directa.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Artículos 40, 13, 29,  Constitución Política, Decreto 2591 de 1991, Decreto 333 
de 2021.  

 
Con la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991 se introdujo 
un nuevo norte político y social para Colombia dentro del cual se determinó 
que es un Estado Social de Derecho, organizado en forma de República 
unitaria, empero garantizando la descentralización, la autonomía de sus 
entidades territoriales y la democracia participativa y pluralista; armonizada 
con el reconocimiento y protección de la dignidad humana. 
 
En desarrollo del derecho fundamental a la conformación, ejercicio y 
control del poder político, elegir y ser elegido, acceder al desempeño de 
funciones y cargos públicos (artículo 40 CN) derivado del principio de 
democracia participativa. 
 
La sentencia T-045 de 1993, que en esa ocasión se ocupó del derecho a la 
representación, precisó que los derechos políticos son fundamentales, así:  
 

“Los derechos políticos de participación, consagrados en el artículo 
40 de la Carta, y dentro de los cuales se encuentra el de "elegir y ser 
elegido", hacen parte de los derechos fundamentales de la persona 
humana. Los derechos de participación en la dirección política de la 
sociedad constituyen una esfera indispensable para la 
autodeterminación de la persona, el aseguramiento de la 
convivencia pacífica y la consecución de un orden justo.”  

 
Además, la adopción de tratados internacionales que consignan derechos 
políticos, se ha confirmado el carácter de fundamental de tales 
prerrogativas. Así se expuso en la sentencia T-050 de 2002: 
 

“Por lo expuesto es claro para la Sala que la esencia misma de nuestro 
sistema democrático se encuentra en el ejercicio libre de los derechos 
políticos consagrados en la Constitución, así como en instrumentos 
internacionales suscritos y ratificados por nuestro país ( artículo 21.1 de 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos y en el artículo 25 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos), y cuya 
naturaleza de Derechos Fundamentales ha sido reconocida 
ampliamente en la jurisprudencia de esta Corte”. 
 

La Corte ha sostenido que los derechos políticos de participación son 
derechos fundamentales, y, por tanto, pueden llegar a ser protegidos a 
través de la tutela, especialmente porque “los derechos de participación en 
la dirección política de la sociedad constituyen una esfera indispensable 
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para la autodeterminación de la persona, el aseguramiento de la 
convivencia pacífica y la consecución de un orden justo”. Es así como es 
claro que, al ser un derecho constitucionalmente protegido, ha sido 
vulnerado por la omisión de las autoridades de la Universidad Tecnológica 
del Chocó: Rector, Consejo Superior, Comité Electoral, si el estatuto prevé 
que se debe realizar elecciones para determinar quiénes ocuparan los 
cargos de Decanos y Directores de programa, simplemente dichas 
elecciones deben realizarse previamente a la elección del representante de 
las autoridades académicas ante el Consejo Superior.  
 
De realizarse las elecciones como se prevén, se atentaría contra los 
principios de moralidad pública, transparencia, participación, que hoy 
están en riesgo con la vulneración de las normas constitucionales y 
estatutarias que se transgreden con ocasión del Acuerdo No. 0011 del 14 de 
mayo de 2024.  
 
El derecho fundamental a elegir y ser elegido como una forma de efectivizar 
el derecho de todo ciudadano a participar en la conformación, ejercicio y 
control del poder político. La jurisprudencia pacifica de la Corte 
Constitucional, en Sentencia T-232 de 2014, sostuvo que el referido bien ius 
fundamental tiene una doble connotación que constituye su núcleo 
esencial de la siguiente manera: 
 

“(…) Partiendo del supuesto anterior, el derecho a elegir y ser elegido 
es, entonces, un derecho de doble vía, en el entendido de que se 
permite al ciudadano concurrir activamente a ejercer su derecho al 
voto o, también, a postular su nombre para que sea elegido a través 
de este mecanismo. Para la Corte Constitucional, la primera 
connotación es sinónimo de la libertad individual para “acceder a los 
medios logísticos necesarios e informativos para participar 
efectivamente en la elección de los gobernantes, en una doble 
dimensión de derecho-función. En el mismo sentido, la segunda 
característica, que podríamos llamar pasiva, consiste en el derecho 
que se tiene a ser elegido como representante de los votantes en un 
cargo determinado”  

 
El bloque de constitucionalidad se refiere a aquellas normas y principios que, 
sin aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, son 
utilizados como parámetros del control de constitucionalidad de las leyes, 
por cuanto han sido normativamente integrados a la Constitución, por 
diversas vías y por mandato de la propia Constitución. 
 
La Corte Constitución ha definido el bloque de constitucionalidad está 
compuesto por aquellas normas y principios que, sin aparecer formalmente 
en el articulado del texto constitucional, son utilizados como parámetros del 
control de constitucionalidad de las leyes, por cuanto han sido 
normativamente integrados a la Constitución, por diversas vías y por 
mandato de la propia Constitución. Son pues verdaderos principios y reglas 
de valor constitucional, esto es, son normas situadas en el nivel 
constitucional, a pesar de que puedan a veces contener mecanismos de 
reforma diversos al de las normas del articulado constitucional stricto sensu 
 
El bloque de constitucionalidad está conformado por el Preámbulo de la 
Carta Política, los artículos 1, 5, 39, 53, 56 y 93 de ese Estatuto Superior, pues 
en esas normas están consagrados los derechos que reclama el actor como 
violados; también procede incluir la Constitución de la OIT y los Convenios 
87 y 98 sobre libertad sindical (tratado y convenios debidamente ratificados 
por el Congreso, que versan sobre derechos que no pueden ser suspendidos 
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ni aún bajo los estados de excepción); además, los artículos pertinentes de 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y la Convención Americana 
de Derechos Humanos7 La convención Americana de Derechos Humanos 
ratificado en Colombia por la Ley 16 de 1972, por medio de la cual se 
aprueba la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San 
José de Costa Rica", firmado en San José, Costa Rica, el 22 de noviembre 
de 1969, establece lo siguiente en los mencionados artículos: 
 

“Artículo 23. Derechos Políticos 1. Todos los ciudadanos deben gozar 
de los siguientes derechos y oportunidades: a) De participar en la 
dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de 
representantes libremente elegidos; b) De votar y ser elegidos en 
elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e 
igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad 
de los electores, y c) De tener acceso, en condiciones generales de 
igualdad, a las funciones públicas de su país. 2. La ley puede 
reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se 
refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, 
nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o 
mental, o condena, por juez competente, en proceso penal.” 

 
Ahora bien, el derecho al voto, “incide en la conformación y control de los 
poderes públicos y de esta manera se contribuye a la legitimación del 
ejercicio del poder político”. La participación política bajo la forma de 
sufragio “comprende no sólo la actividad subjetiva encaminada a ejercer 
el derecho, sino también una cierta acción del Estado encaminada a crear 
las condiciones necesarias para que el ejercicio del derecho tenga lugar”. 
Ello es así por cuanto “sin la organización electoral, la expresión de la 
voluntad política individual deja de tener eficacia y sentido”. Por ende 
“corresponde al Estado poner en marcha los medios para que la voluntad 
ciudadana sea adecuadamente recepcionada y contabilizada(…)” 
 
El núcleo esencial del derecho fundamental al voto comprende, además 
de la libertad de escoger un candidato, “el derecho de los ciudadanos a 
obtener del Estado los medios logísticos e informativos para que la elección 
pueda llevarse a término de manera adecuada” y el deber del ciudadano 
“de contribuir con su voto a la configuración democrática y pluralista de las 
instituciones estatales”. El análisis constitucional del derecho al sufragio 
comprende armonizar, por una parte, “la eficacia organizativa, con todas 
sus implicaciones económicas y funcionales” y, por otra, “la protección 
individual del derecho”. En ese orden de ideas, la satisfacción del derecho 
al voto consiste entonces en asegurar a sus titulares la igualdad de 
oportunidades en el acceso a la participación política ejercida bajo la 
forma de sufragio, lo cual comporta una atención especial de las 
autoridades competentes. 
 

CASO CONCRETO 
 

Desde el año 2017, cuando de expidió el Estatuto General de la UTCH 
(Acuerdo No. 001 de 2017, modificado por el Acuerdo No. 004 de 2017), con 
la omisión de realizar las elecciones de Decanos y Directores de programa, 
de conformidad con los artículos 10 y 11 del Estatuto General, norma rectora 
de la UTCH, se ha venido conculcando los derechos de participación, 
debido proceso en la conformación, ejercicio y control del poder político 
(art. 40 CN); (ii) ello incluye el derecho a participar en las decisiones que los 
afectan mediante instrumentos de democracia representativa o directa, 
Igualmente, la garantía del derecho a la participación política, en su 



 6 

manifestación de derecho al sufragio, comprende no solo (i) la posibilidad 
jurídica de cada persona de ejercerlo, sino también (ii) el deber estatal de 
desplegar acciones encaminadas a que dicho ejercicio se concrete, a 
través de “una adecuada, consciente y eficiente organización electoral 
que facilite su realización”. En esa dirección la eficacia del derecho 
depende de que las autoridades emprendan acciones idóneas que 
permitan, entre otras cosas, que los ciudadanos puedan concurrir a las 
mesas de votación.  
 
En consecuencia, al establecerse en los artículos 10 y 11 del Estatuto general 
que la elección de Decanos y Directores de Programa, debe realizarse 
mediante votación universal directa y secreta, esta debe llevarse a cabo 
como lo obligan las normas de comento, así como los principios rectores de 
la institución de educación superior, el artículo 40 Constitucional y el 
respectivo bloque constitucional. En mi condición de egresado de la 
facultad de educación tengo el derecho de elegir quien fungirá como 
Decano y Director de programa, sin embargo, la actual administración de 
la Universidad me ha conculcado este derecho.  
 

PERDIDA DE EJECUTORIA DEL ACTO ADMINISTRATIVO 
 
El Acuerdo No. 0020 del 5 de Julio de 2018, por medio del cual se modificó 
parcialmente el Acuerdo No. 0015 del 29 de mayo de 2018, mediante el cual 
“se establecen mecanismos para la elección transitoria de Decanos y 
Directores de Programas de la Universidad Tecnológica del Chocó Diego 
Luis Córdoba”. Este Acuerdo además de establecer el cronograma del 
proceso de elección de Decanos y Directores de programas, elección que 
no se realizó.  
 
Determinó en su parágrafo lo siguiente:  

 
Por lo tanto, en atención a que la elección de Decanos y Directores de 
Programa, no se realizó en la oportunidad señalada en el mencionado 
acuerdo, ni se ha realizado en los términos de los artículos 10 y 11 del Estatuto 
General Universitario, se configuró para dichos encargos unilaterales 
realizados por el rector de turno, la perdida de ejecutoria del acto 
administrativo, por la causal descrita en el numeral 3. del artículo 91 de la 
Ley 1437 de 20111, “Cuando al cabo de cinco (5) años de estar en firme, la 
autoridad no ha realizado los actos que le correspondan para ejecutarlos.”  
 
En conclusión, le corresponde a la Universidad del Chocó adelantar el 
proceso de elección de los Decanos y Directores de Programa, esta acción 
es necesaria, obligatoria, debe ser previa a la elección del representante de 

 
1 LEY 1437 DE 2011. ARTÍCULO 91. PÉRDIDA DE EJECUTORIEDAD DEL ACTO 
ADMINISTRATIVO. Salvo norma expresa en contrario, los actos administrativos en firme serán 
obligatorios mientras no hayan sido anulados por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 
Perderán obligatoriedad y, por lo tanto, no podrán ser ejecutados en los siguientes casos: 
1. Cuando sean suspendidos provisionalmente sus efectos por la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo. 
2. Cuando desaparezcan sus fundamentos de hecho o de derecho. 
3. Cuando al cabo de cinco (5) años de estar en firme, la autoridad no ha realizado los 
actos que le correspondan para ejecutarlos. 
4. Cuando se cumpla la condición resolutoria a que se encuentre sometido el acto. 
5. Cuando pierdan vigencia. 
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las autoridades académicas ante el Consejo Superior y además, es 
impostergable siempre que han transcurrido más de 5 años de los encargos 
designados por el rector de Decanos y Directores de programas, por tales 
razones solicitó respetuosamente al juez, se concedan la medida provisional 
que a continuación se expone:  
 

MEDIDA PROVISIONAL PARA LA PROTECCION DE DERECHOS  
 
En relación con la medida provisional y urgente para la protección de un 
derecho, el Decreto 2591 de 1991 la estableció en su artículo 72, 
consecuente con la omisión de las autoridades de la Universidad 
Tecnológica del Chocó, queda en evidencia la vulneración de los derechos 
fundamentales referidos en la tutela, es así pues, resultan la tutela y la 
medida cautelar en mecanismo transitorios necesario para evitar la 
consumación del daño, toda vez que, el Consejo Superior convocó a 
elecciones del representante de las autoridades de academias ante el 
Consejo Superior, pasándose por alto la obligatoriedad de los estatutos de 
la institución con relación a la elección mediante el voto, de los Decanos y 
Directores de programa.  
 
Por esta razón señor juez, como medida provisional solicitó se ordene a las 
diferentes autoridades de la UTCH: Rector, Consejo Superior, Comité 
Electoral,  que se suspendan las elecciones del representante de las 
autoridades académicas ante el Consejo Superior, convocadas mediante 
Acuerdo No.  0011 de 14 de mayo del 2024,  hasta tanto se me garanticen 
los derechos fundamentales a participar en la conformación, ejercicio y 
control del poder político- académico de la institución, elegir y ser elegido, 
al debido proceso administrativo, a la igualdad, con la realización de las 
elecciones de los Decanos y Directores de Programa, mediante votación 
universal, directa y secreta por los docentes, egresados y estudiantes de sus 
respectivos programas. 
 

TUTELA COMO MECANISMO TRANSITORIO  
 
El artículo 8 del Decreto 2591 de 1991, estableció la posibilidad de que aun 
cuando el afectado disponga de otro medio de defensa judicial, la acción 
de tutela procederá cuando se utilice como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable.  
 
En primer lugar, es un hecho irrefutable que el Estatuto General de la 
Universidad Tecnológica del Chocó – UTCH, establece en sus artículos 10 y 
11, la forma de elección de los Decanos y Directores de Programa en esta 
universidad, sin embargo, dichos procesos de elección no han sido 
realizados, lo que nos pone frente a una situación irregular que ha generado 
la negligencia y omisión de las mismas autoridades universitarias.  
 

 
2 DECRETO 2591 DE 1991. ARTICULO 7o. MEDIDAS PROVISIONALES PARA PROTEGER UN 
DERECHO. Desde la presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere 
necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto concreto que lo 
amenace o vulnere. Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la 
continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público. En todo 
caso el juez podrá ordenar lo que considere procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio 
el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante. La suspensión de la aplicación se notificará 
inmediatamente a aquél contra quien se hubiere hecho la solicitud por el medio más expedito posible. 
El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de conservación o 
seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños como 
consecuencia de los hechos realizados, todo de conformidad con las circunstancias del caso. El juez 
podrá, de oficio o a petición de parte, por resolución debidamente fundada, hacer cesar en cualquier 
momento la autorización de ejecución o las otras medidas cautelares que hubiere dictado. 
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Pese a lo anterior, el Consejo Superior, expidió el Acuerdo No. 0011 de 2024, 
por medio del cual se reglamenta la elección del representante de las 
autoridades académicas, sin embargo, quienes están habilitados para 
elegir a dicho representante, son precisamente los Decanos y Directores de 
programa que han sido encargados por el actual Rector de la Universidad, 
lo cual es contraproducente y atenta directamente con los principios de 
participación, democracia, transparencia, igualdad y debido proceso que 
prevalecen en la UTCH, de conformidad con el artículo 11 de su norma 
principal (Estatuto General – Acuerdo No. 0001 de 2017, modificado por el 
Acuerdo No. 004 de 2017).  
 
En consecuencia, solicito respetuosamente al señor(a) Juez, tutele como 
mecanismo transitorio los derechos fundamentales a participar en la 
conformación, ejercicio y control político, elegir y ser elegido de 
conformidad con el articulo 40 constitucional, puesto que, de llevarse a 
cabo la elección del representante de las autoridades académicas como 
se prevé, se materializará un perjuicio irremediable para quienes aspiramos 
a ser elegidos democráticamente como Decanos y Directores de Programa, 
en el presente caso, el orden de los factores si altera el producto, es decir, 
estatutariamente se consagró que primero se eligen los Decanos y 
Directores de Programa y posteriormente, ellos eligen al representante de 
las autoridades académicas ante el Consejo Superior Universitario, esta es la 
razón fundamental para conceder la acción de tutela como mecanismo 
transitorio.  
 
La UTCH, no puede respaldarse en su propia culpa u omisión, para sacar 
provecho de la misma y elegir a un representante de las autoridades 
académicas con Decanos y Directores de Programa encargados 
unilateralmente y subordinados del Rector, en conclusión, el candidato del 
actual rector para representar a las autoridades académicas ante el 
Consejo Superior, es el que resultará electo de no suspenderse dicho 
proceso de elección, al no realizarse la corrección en la elección de 
Decanos y Directores de Programa al cual la UTCH está obligada 
estatutariamente.   
 
Si bien, puede llegar a existir otro medio de defensa judicial, este no es 
idóneo o eficaz para proteger los derechos fundamentales invocados, toda 
vez que, la elección de las autoridades académicas se prevé para el 6 de 
junio de 2024, lo que amerita la intervención del Juez de tutela.   
 
La Universidad del Chocó lidera el top de las peores universidades del país3, 
la discrecionalidad e irregularidades imperan en la única universidad 
pública del departamento del Chocó, en un departamento pobre y 
atrasado la corrupción impera, son estas razones las que llevaron al 
Ministerio de Educación Nacional a decretar medidas preventivas y de 
vigilancia especial para esta Institución de Educación Superior, por tal razón 
y frente a una evidente violación de las normas estatutarias que han 
generado vulneración de derechos fundamentales es procedente y 
necesaria las pretensiones sean concedidas como mecanismo transitorio 
para evitar un perjuicio irremediable.  
 

PRETENSIONES 
 

Con fundamento en los hechos relacionados, solicito al señor Juez disponer 
y ordenar lo siguiente: 
 

 
3 https://www.infobae.com/america/colombia/2022/04/01/estas-son-las-universidades-peor-calificadas-en-
colombia/  
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PRIMERO: Tutelar mi derecho fundamental a participar en la conformación, 
ejercicio y control del poder político- académico de la Universidad 
Tecnológica del Chocó, a elegir y ser elegido, al debido proceso 
administrativo, a la igualdad, derechos reconocidos en la Constitución y 
Tratados Internacionales que hacen parte del bloque de constitucionalidad 
expuestos en los fundamentos jurídicos de la presente tutela, así como, están 
consagrados en el Estatuto General de la Universidad Tecnológica del 
Chocó – UTCH, norma primaria de la Institución de Educación Superior.  
 
SEGUNDO: Ordenar a la universidad Tecnológica del Chocó – Consejo 
Superior – Comité Electoral, que se garantice el derecho fundamental a 
elegir y ser elegido, al debido proceso administrativo, a la igualdad, 
mediante la convocatoria a elecciones de Decanos y Directores de 
programa mediante votación universal, directa y secreta por los docentes, 
estudiantes, administrativos, egresados de su respectiva facultad y 
programas. 
 
TERCERO: Ordenar a la Universidad Tecnológica del Chocó – Consejo 
Superior – Comité Electoral la suspensión del proceso de elección del 
representante de las directivas académicas convocado mediante el 
Acuerdo No.  0011 del 14 de mayo del 2024, hasta tanto se realice el proceso 
de elección de Decanos y Directores de programa, de acuerdo a los 
artículos 10 y 11 del Estatuto General de la UTCH.   
 
CUARTO: Ordenar al Ministerio de Educación – inspección y vigilancia y a la 
inspector in situ para vigilancia especial en la UTCH, adoptar las medidas de 
su competencia y en el marco de la vigilancia especial de que es objeto la 
UTCH para que el proceso de elección de Decanos y Directores, se realice 
conforme a las normas estatutarias de la Universidad, de manera que se  
garanticen los derechos fundamentales a participar en la conformación, 
ejercicio y control del poder político- académico de la Universidad 
Tecnológica del Chocó, elegir y ser elegido, al debido proceso 
administrativo, a la igualdad, adoptando medidas urgentes para que en el 
menor tiempo posible se subsane dicha situación de vulneración. 
 

COMPETENCIA 
 

De conformidad con el numeral 2 del artículo 1 del Decreto 333 de 2021, le 
corresponde en primera instancia a los jueces del circuito.  
 
Cabe aclarar que las reglas de reparto no alteran la competencia radicada 
en el Juzgado, de conformidad con el parágrafo 2 del artículo 1 del mismo 
Decreto 333 de 2021: 
 

“PARÁGRAFO 2. Las anteriores reglas de reparto no podrán ser 
invocadas por ningún juez para rechazar la competencia o plantear 
conflictos negativos de competencia.”   

 
En ese sentido, ha sostenido la Corte Constitucional: “Según la jurisprudencia 
pacífica de esta Corporación, las disposiciones contenidas en el Decreto 
1069 de 2015, modificado por el Decreto 333 de 2021, de ninguna manera 
constituyen reglas de competencia de los despachos judiciales, sino 
únicamente pautas de reparto de las acciones de tutela. Ello implica que el 
mencionado acto administrativo nunca podrá ser usado por las autoridades 
judiciales para declarar su falta de competencia. Esta forma de proceder 
se opone, principalmente, al derecho al acceso a la administración de 
justicia, dado que no existe fundamento alguno para asumir este conjunto 
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normativo como un mandato procesal del que dependa la resolución del 
asunto en sede de instancia”4 
 
Por otro lado, con respecto a la competencia territorial el Decreto 333 de 
2021, asigna la competencia así: 
 

“Artículo 2.2.3.1.2.1. Reparto de la acción de tutela. Para los efectos 
previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la 
acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde 
ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la 
solicitud o donde se produjeren sus efectos...”  

 
Igualmente, con respecto a la competencia territorial la Corte 
Constitucional se ha pronunciado indicando: “ Esta Corte ha sostenido que 
cuando se presente una divergencia entre dos autoridades competentes 
en virtud del referido factor territorial, se le debe otorgar prevalencia a la 
elección hecha por el demandante, pues en virtud del criterio “a 
prevención” consagrado en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, se ha 
interpretado que existe un interés del legislador estatutario en proteger la 
libertad del actor en relación con la posibilidad de elegir el juez competente 
para resolver la acción de tutela que desea promover.”5 
 
De cara a la normatividad transcrita, se advierte para el caso en concreto 
que, si bien la entidad accionada está ubicada en el departamento del 
Chocó, para efectos del escrito de tutela, la dirección de notificaciones que 
relacionó es en la ciudad de Medellín. Igualmente, cabe anotar con 
relación a la calidad de entidad del orden nacional que, como ya se 
mencionó, las reglas de reparto no son reglas de competencia. 
 
En consecuencia, es mi voluntad presentar la tutela en la ciudad de 
Medellín, pues el momento de solicitar el amparo me encuentro en este 
municipio, prevaleciendo entonces la determinación del actor. Por tal 
motivo, sírvase conocer y fallar la presente acción de tutela.  
 

JURAMENTO 
 
En cumplimiento del artículo 37 del decreto 2591 de 1.991, Manifestó bajo la 
gravedad del juramento, que no he presentado ninguna otra acción de 
tutela por los mismos hechos y derechos. 
 

SOLICITUD DE VINCULACION 
 
Al tratarse de un tema que afecta a toda la comunidad universitaria, 
respetuosamente solicito al despacho ordenar a la Universidad Tecnológica 
del Chocó, publicar el auto admisorio de la presente acción en su página 
web, con el objetivo de que todos aquellos que puedan ser afectados con 
la decisión puedan comparecer al proceso, sobre todo quienes aspiran a 
elegir y ser elegidos Decanos y Directores de programa, como lo obliga los 
artículos 10 y 11 del Estatuto General universitario.  
 

PRUEBAS Y ANEXOS 
 

Con el fin de probar la vulneración de los derechos fundamentales 
invocados, solicito señor Juez se sirva tener en cuenta las siguientes pruebas 
y anexos: 
 

 
4 Sentencia A193-21 
5 Sentencia A158-20 
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1. Acuerdo No. 001 del 09 de agosto del 2017 y Acuerdo No.  0004 del 07 
de noviembre del 2017 art 10 y 11. Estatuto general de la UTCH. 
 

2. Acuerdo No. 0015 del 29 de mayo de 2018, por medio del cual se 
establecen mecanismos para la elección transitoria de Decanos y 
Directores de Programas en la UTCH.  

 
3. Acuerdo No. 020 del 05 de julio del 2018, mediante el cual se modificó 

el Acuerdo No. 0015 de 2018 y se estableció cronograma de elección 
de Decanos y Directores de Programa.  

 
4. Acuerdo No. 0011 del 14 de mayo del 2024, por medio del cual se 

reglamenta y convoca la elección de las autoridades académicas.  
 

5. Resolución No. 018742 del 6 de octubre de 2023, por la cual se 
ordenan medidas preventivas y de vigilancia especial para la 
Universidad Tecnológica del Chocó – Diego Luis Córdoba.  

 
6. Resolución No. 025526 del 27 de diciembre de 2023, por medio de la 

cual se confirmó la Resolución No. 018742 del 6 de octubre de 2023.  
 

7. Diploma y acta de grado del suscrito.  
 
NOTIFICACIONES, las recibiré en mi domicilio de la ciudad de Itagüí, calle 84 
No. 47 – 80 y a preferencia en los correos electrónicos: Keypabe@gmail.com 
; notificacionesaspuchoco2020@gmail.com  
 
Las demandadas:  
 

- Universidad Tecnológica del Chocó, Consejo Superior y Comité 
Electoral, las recibirán en el correo electrónico: 
notificacionesjudiciales@utch.edu.co   
 

- El presidente del Consejo Superior de la UTCH, Dr. Ricardo Moreno, las 
recibirá en el correo electrónico: rmorenop@mineducacion.gov.co  

 
- Inspección y Vigilancia del Ministerio de Educación Nacional y a 

YOLANDA RUEDA MUÑOZ, inspectora IN SITU en la Universidad del 
Chocó, se notificará en el correo electrónico: 
notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co ; 
yruedam@mineducacion.gov.co  ;  tbarbosa@mineducacion.gov.co  

 
 
Respetuosamente,  
 
 
 
KEYNER PALACIOS BERRIO 
C.C. 1.077.443.604 
Egresado de la UTCH.  

Diego Armando

Diego Armando

Diego Armando

Diego Armando

Diego Armando

Diego Armando

Diego Armando


